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La délégation del Perû agradece al Relator sobre la situation de los 
derechos humanos y las libertades fondamentales de los indigenas por el 
informe presentado referido a los efectos de las industrias extractivas en los 
derechos humanos de los indigenas. 

El informe pone de manifiesto que se ha generado un estado de 
sensibilizacion y preocupaciôn compartida por los eventuales efectos 
negativos que generan las actividades extractivas, que se viene traduciendo 
en una marcada voluntad politica por parte de los Estados de asegurar los 
derechos de los pueblos indigenas y en el establecimiento o reforzamiento 
por las empresas de salvaguardias internas los derechos humanos. 

Al mismo tiempo pone de manifiesto también una falta de entendimiento 
comûn minimo sobre las repercusiones bâsicas de las normas 
intemacionales aceptadas o sobre los acuerdos y metodologîas 
institucionales necesarios para darles pleno efecto en el contexto de las 
operaciones de extraction. 

En ese contexto, la délégation del Perû coincide con el Relator en el 
sentido de que la situation descrita constituye una oportunidad para 
avanzar en el objetivo de hacer efectivos los derechos de los pueblos 
indigenas y las salvaguardias conexas en el âmbito de los proyectos de 
extraction y explotaciôn de recursos naturales. A juicio de esta délégation, 
el Relator puede contribuir de manera significativa a que los Estados 
cumplan plenamente con sus obligaciones en esta materia, a través de la 
identification de las mejores prâcticas, de su apoyo en la élaboration de 
los marcos normativos y su aplicaciôn, asi como en la promot ion de un 
entendimiento normativo comûn. 

El Perû apoya la propuesta formulada por el Relator en el sentido de 
establecer directrices o principios concretos que permitan la adoption de un 
consenso operativo sobre el alcance y los medios de cumplimiento por los 
Estados de sus deberes respecta a los proyectos de extraction y 
explotaciôn de recursos y que contribuyan a que las empresas, los pueblos 



indigenas y otros actores asuman plenamente las responsabilidades que a 
cada uno compete. Para tal efecto, sera fundamental la celebraciôn de 
consultas amplias y transparentes con el fin de adoptar consensos que 
permitan un entendimiento comûn sobre la normatividad y su aplicaciôn, y 
asegurar asi la plena compatibilidad de las actividades extractivas con la 
protecciôn y promotion de los derechos humanos. 

Senor Présidente 

El Perù o&èe fl-raieiBente que las actividades extractivas contribuyen de 
manera positiva al desarrollo national y, especialmente, al de los pueblos 
indigenas, quienes tienen el derecho a ser consultados en forma previa, 
libre e informada con el objeto de lograr consentimiento o un acuerdo. Se 
debe asegurar también, tal como lo dispone el Convenio 169 de la OIT, que 
los pueblos indigenas obtengan beneficios de las actividades extractivas en 
sus territorios que permitan mejorar sus nivelés de vida a través de la 
potenciaciôn de sus capacidades econômicas y productivas; el respeto a su 
cultura, el medio ambiente y sus estructuras sociales. 

Igualmente, un Estado que asegure el cumplimientô de la ley, empresas 
socialmente responsables y un especial cuidado por el medio ambiente, 
constituyen condiciones que, conjuntamente con un entendimiento comûn 
sobre los derechos y deberes, permitirân conciliai- los intereses econômicos 
y sociales de la poblaciôn en gênerai con los derechos de los pueblos 
indigenas. 

En ese marco, y como consecuencia del firme compromiso del Estado 
peruano de protéger y promover los derechos de los pueblos indigenas y 
de avanzar en la consolidation de una sociedad plural, inclusiva y mas 
justa, se promulgô en mi pais el 6 de septiembre pasado la "Ley de 
Derecho a la Consulta Previa a los Pueblos Indigenas u Originarios 
reconocido en el Convenio 169 de la Organizaciôn International del 
Trabajo", que fixera aprobada por unanimidad por el Congreso de la 
Repûblica el 23 de agosto. 

La promulgation de la Ley, que guarda plena consonancia con las 
disposiciones del Convenio 169, constituye un avance fundamental en el 
proceso de reivindicaciôn de los derechos de los pueblos indigenas, La 
Ley establece la obligation de efectuar consulta previa respecto a las 
medidas legislativas o administrativas que afecten directamente los 
derechos colectivos, su existencia fisica, identidad cultural, calidad de vida 
o desarrollo de los pueblos indigenas, asi como respecto a los planes, 



programas y proyectos de desarrollo national y régional que afecten 
directamente estos derechos. 

La norma dispone también que la fmalidad de la consulta es alcanzar un 
acuerdo o consentimiento entre el Estado y los pueblos indigenas respecto a 
las medidas legislativas o administrativas que les afecten, a través de un 
diâlogo intercultural que garantice su inclusion en los procesos de toma de 
décision del Estado y la adoption de medidas respetuosas de sus derechos 
colectivos. 

Esta délégation, al agradecer la contribution del relator en el proceso de 
élaboration de la Ley de Consulta, desea manifestai- su conviction de que 
el senor Anaya continuarâ colaborando con los esfuerzos que realiza el 
Perû para asegurar la plena vigencia de los derechos de los pueblos 
indigenas. 


